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Panamá, 17 de ¡ulio de 2024
Nota C-137-24

Señor
Moisés De La Cruz Caballero

Ciudad.

Ref.: Objeción con respeto a los actos admin¡strat¡vos proferidos por la Caja de Seguro

Sociel.

Señor De La Cruz:

"... Lo Coja de Seguro Soc¡ol, med¡dnte octos ddm¡n¡strotivos conten¡dos en

lo Resolución N" 370-2023 de 21 de sept¡embre de 2023 (Comisión de

Prestoc¡ones), y la Resolución N'56,942-2024'1.D. de 23 de obr¡l de 2023
(Junto D¡rect¡vo), esto último, resuelve: Confirmor lo Resolución N" 370-

2023 de 21 de sept¡embre de 2023, por medio de lo cuol lo Comisión de

P restociones resolv¡ó:

NO CONSIDERAR, occidente de trobojo, el hecho reportodo por el

empteodor MINISTERI? Dl ECoNoMiA Y FtNANZAS, ocurrido el 19 de obril

de 2023 o los 2:49 pm, ol osegurodo MOISES ALBERTO DE LA CRUZ

CABALLERO, con cédulo de ¡dent¡dod personol No.8-225-345, yo que el

occ¡dente ocontece en ñomentos en que el osegurodo reolizoba uno

oct¡v¡dod porticulor, no de índole profesionol.

En consecuenc¡o, presentamos onte su despocho nuestro obieción con

respecto o los octos odm¡n¡strot¡vos prot'eridos par ld Cojo de Seguro

Sociol..."

Primeramente debemos indicarle que el artículo 2 de la Ley No.38 de 31 de julio de 2000,

que aprueba el Estatuto Orgánico de la Procuraduría de la Administración, señala que sus

actuaciones "...se ertienden ol ámbito jurídico administrativo del Estado, excluyendo los

funciones jurisdiccionolet legislotivos y en generol, los ampetencios especioles que tengon

Hacemos referencia a su escrito con fecha de 8 de julio del año en curso, a través del cual

solicita a este Despacho, que se pronuncie respecto a la aplicación de disposiciones de

riesgo profesional, por parte de la Caja de Seguro Social, mediante actos administrativos,

en los sigu¡entes términos:



Nota C 137 24

Páe.2

otros oryonismos ofic¡oles", supuesto de exclusión que se configura en el caso que nos

ocupa; toda vez que lo que se solicita, guarda relación con un análisis sobre la legalidad y

alcance {e octos odministrotivos moteriolizados, los cuoles qozon de presunción de
leqolidod, tienen fuerza obl¡qotorio ¡nmed¡oto, y deben ser oplicodos m¡entros sus efectos
no seon suspendidos, no se decloren controrios o lo Constitución Político,ololeyoolos
reqlomentos qeneroles por los tribunoles competentes, como es el caso de las Resoluciones

No.370-2023 de 21 de sept¡embre de 2023 y No.56,942-2024-J.D. de 23 de abril de 2023,
emitidas respectiva mente, por la Comisión de Prestaciones y la Junta Directiva de la Caja de
Seguro Social.

Aunado a ello, el numeral l del artículo 6 de la Ley No.38 de 2000, señala que corresponde
a Ia Procuraduría de la Administración, servir de conseiero iurídico o los servidores públicos

od mi nistrotivos e ue con sulte n oorsu ecer resoecto o determ¡noda interpretoc¡ón de lo lev o
el o rocedim¡ento ue se debe se u¡r en un coso en concreto presupuestos que tampoco seo o

configuran en el caso que nos ocupa

Cabe agregar, qúe el pincipio de legolidod de los octos odministtotivos, se encuentra
consagrado en el artículo 18 de la Const¡tución Política de Panamá, y el artículo 34 de la Ley

No.38 de 31 de julio de 2000, que regula el Procedimiento Admin¡strativo General, que a la
letra en u ncian:

"Artfculo 78. Los port¡culores solo son responsobles onte los outoridodes
por infrocción de lo Const¡tuc¡ón o de lo Ley.

Los servidores públicos lo son por esos m¡smos cousos y tomb¡én por
extrolim¡toc¡ón de t'unciones o por omis¡ón en el ejerc¡c¡o de éstos."

"Artlculo 34. Los octuociones odm¡n¡strot¡vos en todos los entidades
públicos se efectuorán con orreglo o normos de ¡nformol¡dod,
imporciolidod, unit'ormidod, economio, celer¡dod y et'¡coc¡o, goront¡zondo
lo reolizoc¡ón oportuno de lo función odm¡n¡strot¡vo, sin menoscobo del
debido proceso legol, con objetiv¡ddd y con opego ol principio de estrido
legolidod...." (Lo resaltado es del Despacho)

Conforme este principio de derecho públ¡co, todos los actos adm¡nistrativos deben estar
somet¡dos a las leyes, estableciendo así un límite a los poderes del Estado, esto es que
deben elercerse con apego a la ley vigente y la jurisprudencia. En otras palabras, el servidor
oúblico sólo ouede hacer lo oue la lev le Dermital

t 
"... se puede concluir que lo finolidod del pr¡nc¡p¡o de estr¡cto legolidod, es goront¡zor que lo octuoc¡ón de los

outoridodes públ¡cos se sujete o un conjunto de reglos y normos prev¡omente estoblec¡dos, de formo tol que se
ev¡te todo orbitroriedod o obuso de poder que puedo ot'ectar o los odm¡nistrodos". Sentencia de 24 de
septiembre de 2020 de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de
Just¡cia de Panamá.
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El reconocido jurista argentino, Roberto losé Dromi, especialista en Derecho
Administrativo, sostiene que "el pr¡ncip¡o de lo legolidod es lo columno vertebrol de lo
octuoc¡ón odm¡nistrat¡vo y por ello puede concebírselo como extremo ol procedimiento,
constituyendo simultáneamente lo condición esenciol poro su existenc¡o. Agrego que el
mismo se determino jurídicomente por lo concurrencio de cuotro condiciones que formon su
contexto: 1) delimítoción de su oplicoción (reservo de ley); 2) ordenoción jerorquico de
sujeción de los normos o la ley; j) determ¡noc¡ón de selección de normos oplicobles ol coso
en concreto, y 4) precisión de los poderes que lo normo cont'iere o lo Administroción."
(Derecho Administrativo, Argentina, Iibro 12 Ed, Hispania Libros-2009, página 111).

Es ¡mportante señalar que la Sala Tercera de lo Contencioso Adm¡n¡strat¡vo y Laboral de la

Corte Suprema de Justicia de Panamá, ha externalizado por medio de su.¡urisprudencia,
decisiones judiciales refiriéndose al importante principio de estricta legalidad, acentuando
su finalidad. Al respecto, a través de la Resolución fechada 10 de.julio de 2019, manifestó lo
sig u ie nte:

Asi pues, de uno lecturo de los d¡sposic¡ones legoles onter¡ores, se puede
concluir que la t'inolidod del principio de estr¡cto legolidad, es gorontizor
que lo octuac¡ón de los outoridodes públicos se sujete o un conjunto de
reglos y normos prev¡omente estoblec¡dos, de t'ormo tol que se ev¡te todo
orb¡troriedod o obuso de poder que puede ofector o los odministrodos"

Se desprende así, con meridana claridad, que los actos adm¡nistrativos que en el ejercicio
de sus funciones, em¡tan los servidores públ¡cos deben limitarse a lo permitido por la ley y,

en estricto cumplim¡ento del mandato const¡tucional; tal comportam¡ento, revestirá y
asegurará que el acto emitido se presuma igualmente legal.

En este sentido, el artículo 206 de la Constitución Política de la República de panamá,

señala lo sigu iente:

"ARTICULO 206. Lo Corte Supremo de lust¡cio tendro, entre sus
otr¡buc¡ones constitucionoles y legoles, las s¡gu¡entes:

2. Lo jurisdicción contenc¡oso-odm¡n¡strot¡vo respecto de los octos,
om¡s¡ones, prestoc¡ón defectuoso o deficiente de los servicios públicos,
resoluc¡ones, órdenes o d¡spos¡c¡ones que ejecuten, odopten, expidon o en
que ¡ncurron en ejerc¡c¡o de sus funciones o pretextondo ejercerlos, los

funcionorios públicos y outoridodes nocionoles, prov¡nc¡oles, mun¡c¡poles y
de los entidodes públ¡cos outónomos o semioutónomos. A talfin, lo Corte

u remo de Justic¡o con oudiencio del Procurodor de lo Administración,
odro onulor los octos ocusodos d o lidod restoblecer el derecho

porticulor v¡olodo; estotuir nuevos disposiciones en reemplozo de los
tmpuqnodos y pronunciorse preiud¡c¡o lmente ocerco del sent¡do y olconce
de un octo odmin¡strot¡vo o de
resdltodo es nuestro)

su volor leqol (Lo subroyodo y
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A su vez el Artículo 97 del Código Judicial dispone que

"Art.97. A lo Sdlo Tercero le están otr¡bu¡dos los procesos que se ong¡nen
por octos, omisiones, prestoc¡ones det'ectuosos o det'icientes de los
servidores públicos, resoluciones, órdenes o d¡spos¡c¡ones que ejecuten,
odopten, exp¡don o en que ¡ncurron en ejerc¡cio de sus t'unctones o
pretextondo ejercerlos, los t'uncionor¡os públicos o dutor¡dodes nocionoles,
provincioles, municipoles y de los ent¡dodes públicos outónomos o
semioutónomos.

En consecuenc¡d, lo Solo Tercero conocerá en moter¡o odministrativa de lo
s¡qu¡ente:

1. De los decretos, órdenet resoluc¡ones o cuolesquiero odoq seon
generoles o ind¡v¡duoles, en moter¡o odm¡nistrot¡vo, que se ocusen de
ilegolidod;
..." (Lo resoltodo es nuestro)

Ahora bien, la presunción de legalidad de los actos admin¡strativos de carácter general o particular
no es absoluta, existiendo pronunciamientos de la Sala Tercera de lo Contencioso Admin¡strativo
de la Corte Suprema de]usticia en este sent¡do.

En este orden de ideas, podemos citar como referencia la Sentencla de dicha sala de 30 de
diciembre de 2011. que al respecto señala lo siguiente:

"Al efecto, lo Solo debe mon¡festor que en nuestro ordenam¡ento jurid¡co
rige el pr¡ncip¡o de "presunción de legolidod" de los octos odm¡nistrot¡vos,
según el cuol, éstos se presumen legoles o válidos, de modo que, quen
ofirme su ¡legol¡dod, debe proborlo plenomente (Cfr. art. 15 del Código
Civil). Sobre este conoc¡do princ¡p¡o, el profesor y trotodisto José Roberto
Drom¡ nos ¡lustro de lo s¡guiente formo:

"Lo presunción de legolidod no es un medio de pruebo; otoñe o lo corga de
lo pruebo y fijo uno reglo de inversión de lo corgo de lo pruebo, Ante octos
obsolutomente nulos, no hoce folto ocred¡tor lo ¡leq¡tim¡dod, porque ellos
no t¡enen presunc¡ón de leg¡t¡midod.

El princ¡p¡o de presunción de legolidod de los octos odministrotivos no
significo un volor obsoluto, menos oún ¡ndiscutible, pues por eso se lo
colifico como presunción. Lo presunción de legitimidod es relot¡vo y
formolmente oporente. Lo presunc¡ón de leg¡t¡m¡dod de que gozo el octo
odmin¡strot¡vo de que fue em¡t¡do conforme o derecho, no es obsoluto,
s¡no s¡mple, pudiendo ser desvirtuodo por el interesodo, demostrondo que
el octo controv¡erte el orden jurídico."

(DROMl, José Roberto. Citodo por qENAGOS, Gustovo. El octo
odm¡n¡strot¡vo. Tomo l. Ed¡c¡ones Librerio del Profes¡onol. 5e Ed¡c¡ón. Sonto
Fe de Bogotá. 1992. pá9.266)."
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Es por ello que, quien considere tener un interés legítimo, podrá presentar las acciones y
recursos correspond ientes, a fin que el posible acto emit¡do, sea declarado nulo por ser
contrar¡o a la Constitución y/o la Ley.

Ba.jo este escenario, no Ie es dable a esta Procuraduría de la Admin¡stración, em¡tir un
dictamen jurídico en los términos solicitados, ten¡endo en cuenta que ello implicaría hacer
un análisis sobre la legalidad de posibles actuaciones ad m in istrat¡vas, situación que iría más
allá de los límites que nos impone la Ley y constituiría en un pronunciamiento prejudicial en
torno a materias que privat¡vamente debe atender la Sala Tercera de lo Contencioso
Adm¡n¡strativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en caso de que se interpongan las
acc¡ones correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2 del artículo
206 de la Constituc¡ón Política, desarrollado por el artículo 97 del Código Judicial, debiendo
entonces esta Procuraduría, de acuerdo con el contenido del numeral 2 del artículo 5 de la

referida Ley No,38 de 2000, representar en la vía jurisdiccional los intereses nacionales y

municipales de las entidades autónomas y, en general, de la Administración pública.

Atentamente,

( DErA

)b o Gon ez Mo neSro

Procurador de la Administración

DELA

y'a ?u¿z¡alq/a d¿ la ,(¿,ni,,í4h4¿th éru. 4 ?adasi. t¿ ¿Aa a t!.,

,1f4.14/i 0815 -0060r. ?4,6*¿. REállk4 de ?a44$á ,?./4r.o4, S@-45@.5@-fSZg

*
7
o

A\RGM/rtobc
c-123-24

cHO

i\o P

' $'x*tt lror,a*,¿"A '¡oc<,t¿¿¡,'r¿d - a¿,rat. go/. ta prígda ?l*/: a,aa'. lraala.Ul/a -

'or*7§

*[
ta\

v


